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TEMA: Para que pueda demandarse ejecutivamente una obligación, 

cualquiera sea su naturaleza, es requisitos sine qua non, que se allegue 

título que la contenga y que la misma sea clara, expresa y actualmente 

exigible, pues ante la ausencia de cualquiera de ellos, deberá el operador 

jurídico denegar el mandamiento ejecutivo. CONFIRMA. 

 

 

 

Procedente del JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, arribó a esta Corporación el expediente de la referencia, 

con miras a proveer la apelación formulada por la parte demandante en 

contra del auto dictado el 22 de febrero de 2022, que negó el 

mandamiento de pago, el cual procede a resolverse en los siguientes 

términos: 
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1.0.  A N T E C E D E N T E S. 

 

 

Formuló el señor LUIS JAVIER MONTOYA JARAMILLO, demanda 

ejecutiva, pretendiendo que se librara mandamiento ejecutivo en contra 

de la de la señora CATALINA VÉLEZ ECHEVERRI, ordenándosele a la 

misma que, dentro de los tres (3) días, siguientes a la notificación de 

dicha providencia, acudiera a la NOTARÍA VEINTE DE MEDELLÍN, a 

firmar  la escritura  pública  de  liquidación  de  sociedad  conyugal que 

conformó con el ejecutante, disuelta mediante la sentencia del cinco de   

diciembre de 2017, complementada el nueve de noviembre de 2018, 

proferida por el JUZGADO SÉPTIMO DE FAMILIA DE MEDELLÍN,  

conforme al acuerdo consignado en el Acta de Conciliación No. 1896 del 

28 de noviembre de 2016, celebrada ante el CENTRO DE 

RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE LA UNIVERSIDAD DE 

MEDELLÍN (06DemandaAnexos). 

 

Subsidiariamente, solicitó que, en caso de que la parte ejecutada no 

cumpliera con lo ordenado dentro del término anteriormente señalado, se 

procediera por el despacho judicial a firmar la escritura pública de 

liquidación de la sociedad conyugal referenciada. 

 

Dicha demanda había sido dirigida inicialmente a los JUECES DE 

FAMILIA DE MEDELLÍN, asignándosele al JUZGADO TRECE DE 

FAMILIA de esa localidad, quien, en providencia del uno de julio de 

2021, estimó que por tratarse de la ejecución de una orden impuesta por 

el JUZGADO SÉPTIMO DE FAMILIA de la misma ciudad, era éste  
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quien debía conocer del asunto, disponiendo su remisión para tal efecto 

(02AutoJuzFam); sin embargo, éste último, mediante auto del nueve de 

julio de 2021, la rechazó de plano y dispuso su remisión a los JUECES 

CIVILES DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, considerando que eran 

éstos los competentes para conocer del asunto 

(03AutoRechazaDemandaJuzFam). 

 

En cumplimiento de lo anterior, se repartió la demanda al JUZGADO 

SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, quien luego de 

inadmitir la demanda, declaró su falta de competencia y propuso 

conflicto negativo de competencia frente a los dos juzgados de familia 

que a quienes se les había repartido el presente asunto con anterioridad, 

en proveído del cinco de octubre de 2021 y dispuso su remisión a esta 

Corporación para ser definido (15ConflictoCompetencia202100262). 

 

El conflicto propuesto fue dirimido en Sala Mixta de este Tribunal, el 14 

de diciembre de 2021, asignándosele la competencia al JUZGADO 

SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, considerando que 

lo pretendido en la ejecución era la suscripción de la escritura pública que 

contuviera la liquidación conyugal de los intervinientes, en cumplimiento 

de lo acordado ante Centro de Conciliación 

(17AutoTribunalDirimeConflicto). 

 

En acatamiento de la anterior decisión, el JUZGADO SÉPTIMO CIVIL 

DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, mediante auto del 22 de febrero de 

2022, estudió la demanda nuevamente y resolvió denegar el 

mandamiento de pago peticionado al considerar que la obligación de 

suscribir la escritura pública contentiva de la liquidación conyugal en los 
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términos acordados ante centro de conciliación, no cumplía con el 

requisitos que se exigían para ser ejecutada, esto es, no era clara, expresa 

y exigible, debido a que la suscripción de dicho documento se había 

supeditado a la presentación conjunta de los documentos necesarios para 

adelantar el trámite de cesación de efectos civiles del matrimonio 

religioso el siete de diciembre de 2016, a las 10:00 a.m., ante la 

NOTARÍA VEINTE DE MEDELLÍN, y a la culminación del mismo de 

manera exitosa; sin embargo, ambas partes aniquilaron los efectos de 

dicha conciliación al presentar la referida documentación ante dicha 

entidad y posteriormente retirarlos y acudir a la jurisdicción para la 

obtención de la referida cesación, la cual finiquitó el cinco de diciembre 

de 2017 (22NiegaMandamientoPago202100262). 

 

Aunado a lo anterior, expuso que la aquí demandada había formulado  

demanda con pretensión de liquidación de sociedad conyugal  y  

patrimonial,  el  12  de  junio  de  2019, correspondiéndole su 

conocimiento JUZGADO SÉPTIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE 

MEDELLÍN, bajo el radicado 05001 31 10 007 2019 00485 -00,  en  el  

que el demandante se notificó y contestó la demanda. 

 

El 28 de febrero de 2022, la parte demandante formuló recurso de 

reposición y en subsidio, el de apelación, en contra de la anterior 

decisión, arguyendo que en primer término debía aclarase que en el Acta 

de Conciliación No. 1896 del 28 de noviembre de 2016, arrimada como 

título ejecutivo, por los señores LUIS JAVIER MONTOYA 

JARAMILLO y CATALINA VÉLEZ ECHEVERRI, habían acordado 

dos aspectos relacionados con su relación matrimonial que, si bien 

estaban ligados, eran diferentes: 1. Los términos en que se realizaría la 
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cesación de efectos civiles del matrimonio religioso que los unía, y 2. La 

forma como se realizaría la liquidación de la sociedad conyugal. 

 

Respecto de la primera, adujo que no era exigible ejecutivamente y que al 

ser retractable, era viable que en cualquier momento, después de 

celebrado el contrato, cualquiera de las partes adoptara una posición 

diferente a la asumida en la conciliación, como en este caso que la 

demandada había optado por adelantar el trámite de cesación de efectos 

civiles de manera contenciosa. 

 

No obstante, precisó que lo acordado frente a la liquidación de la 

sociedad conyugal, era diferente por su naturaleza económica o 

patrimonial, por lo que ambas partes estaban obligadas a su 

cumplimiento y de no hacerlo, podía exigirse judicialmente, como efecto 

se estaba haciendo. 

 

Así las cosas, reiteró que, tratándose de dos aspectos independientes, el 

hecho de que la demandada hubiese acudido a la jurisdicción a realizar el 

trámite de cesación de efectos civiles, donde se había llegado a un 

acuerdo entre las partes, no generaba que la conciliación celebrada frente 

a la liquidación de la sociedad conyugal perdiera valor, máxime cuando 

dentro de dicho asunto el aquí demandante había puesto de presente lo 

acordado en dicha conciliación. 

 

Frente a la existencia de un proceso judicial de liquidación de sociedad 

conyugal, expuso que el aquí ejecutante, dentro de dicho trámite, se había 

opuesto a su adelantamiento, con motivo del acuerdo conciliatorio 

suscrito entre las partes, pero el funcionario judicial se había limitado a 
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indicar que no era esa la vía para exigir el cumplimiento de ese acuerdo, 

por lo que se había acudido a promover demanda ejecutiva, pues el hecho 

de ser parte en ese asunto, no conlleva a la renuncia por parte del actor a 

la conciliación celebrada sobre dicho aspecto. 

 

Respecto a la ausencia de cumplimiento de los requisitos para la 

ejecución de la obligación, arguyó que de la lectura del acta contentiva de 

la conciliación, podía colegirse que ésta consistía en suscribir una  

escritura pública de liquidación de sociedad conyugal bajo los  

parámetros especificados en la misma acta, cuya firma debía llevarse a 

cabo el 28 de abril de 2017, en la NOTARÍA VEINTE DE MEDELLÍN, 

a las 2:00 p.m., pero que dado el incumplimiento de la señora 

CATALINA VÉLEZ ECHEVERRI, al retirar los documentos el ocho de  

febrero  de  2017 de dicha Notaría, que  soportaban  tanto  la solicitud  de  

cesación  de  efectos  civiles  como  la  de  liquidación  de sociedad 

conyugal, había sido imposible suscribirla en esa fecha. 

 

Precisó que en dicho acuerdo se había determinado claramente los bienes 

que le corresponderían a cada uno, y la forma como serían repartidos los 

pasivos, por lo que no existía dudas u oscuridades al respecto; y cuanto a 

la exigibilidad, adujo que la obligación de suscribir la escritura en dichos 

términos no había prescripto, ni existía a la fecha sentencia liquidataria 

en firme, ni acuerdo posterior en ese sentido, que impidieran exigir el 

cumplimiento de la conciliación contenida en el acta arrimada como 

título. 

 

Por último, solicitó se tuvieran como argumentos adicionales al recurso, 

lo expuesto en el memorial radicado el 22 de septiembre de 2021, donde 
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explicaba sobre la independencia de las obligaciones contenidas en el 

Acta de Conciliación objeto de este proceso y se revocara la decisión 

adoptada en auto del 22 de febrero de 2022 y en su lugar, se librara 

mandamiento ejecutivo en la forma peticionada. 

  

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

2.1. ASPECTOS GENERALES. 

 

 

Para el cumplimiento de las obligaciones por parte del deudor, ante la 

negativa de éste a hacerlo de manera voluntaria, consagró el legislador el 

proceso ejecutivo, para que acreedor exija judicialmente su observancia. 

 

El tratadista JAIME AZULA CAMACHO1, enuncia como presupuestos 

de este proceso, los siguientes: 

 
“A) La existencia de un título ejecutivo. Responde al aforismo 

acuñado por el derecho romano de nulla executio sine titulo, el 

cual significa que no hay proceso ejecutivo si no existe el título que 

contenga la obligación cuyo cumplimiento pueda exigirse por esa 

vía.” 

 

“Lo anterior entraña que si el acreedor carece de título ejecutivo, 

debe proporcionárselo mediante el correspondiente proceso 

declarativo de condena, que es la vía indicada para llegar a él, o 

bien con la declaración de parte obtenida como prueba 

anticipada.” 

 

 
1 Citando el criterio de EMILIO REUS, en su obra “MANUAL DE DERECHO PROCESAL”. Tomo 

IV. Procesos Ejecutivos. Cuarta Edición. Editorial Temis S.A. Bogotá, 2003. Pág. 4. 
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“B) La existencia del acreedor o titular de la obligación, cuya 

calidad debe estar plenamente demostrada.” 

 

“C) La existencia del deudor u obligado, igualmente demostrada. 

 

Ahora, nuestra legislación contempló dicho trámite en el artículo 422 y ss 

del Código General del Proceso, que contempla que pueden demandarse 

ejecutivamente, las obligaciones claras, expresas y exigibles, “que 

consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y 

constituyan plena prueba contra él”.  

 

La obligación es clara, cuando en el documento se indican todos los 

elementos que la conforman, esto es, se encuentra debidamente 

determinada, especificada y patente; que tanto su objeto, que es el 

crédito, como sus sujetos, acreedor y deudor, se hallen inequívocamente 

reseñados, lo que indica que debe constar por escrito como requisito ad-

solemnitatem.  Es expresa, cuando se ilustra de tal manera, que no 

existan dudas, o se requiera deducir o derivar de presunciones. Y es 

exigible, si se trata de una obligación pura y simple, o que cuando 

habiéndose sujetado a condición o plazo, éste se ha vencido o aquélla se 

ha cumplido. 

 

Tiénese así entonces que, conforme a la ley, quien pretenda el recaudo 

judicial, esto es, por vía ejecutiva, de una obligación, debe allegar con la 

demanda un documento donde conste ésta de manera clara y expresa, que 

acredite su exigibilidad y legitimación tanto por activa, como por pasiva.  
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Si el documento adunado como título ejecutivo, carece de alguno de los 

requisitos que la ley exige, deberá denegar el mandamiento ejecutivo 

pretendido. 

 

Así lo expone el doctrinante JAIME AZULA CAMACHO2: 

 
“En caso de que el documento contentivo de la obligación cuyo 

pago se pretende no reúna los requisitos de título ejecutivo y sea 

imposible subsanarlos, lo indicado es negar el mandamiento 

solicitado.  Ciertamente no existe en el Código de Procedimiento 

Civil una norma que expresamente disponga la negativa del 

mandamiento ejecutivo, pero esta tácitamente se desprende de la 

regulación que se hace.” 

 

 

2.2. DEL TÍTULO EJECUTIVO. 

 

 

El título ejecutivo es el documento o conjunto de documentos que 

contienen, como lo señala el precepto 422 del Estatuto General del 

Proceso, una obligación clara, expresa y exigible, proveniente del deudor 

o de su causante; o que se encuentra comprendida en una providencia 

judicial, o en otro documento de igual fuerza, de acuerdo con lo 

establecido por la ley. 

 

Jurisprudencial y doctrinariamente, se han clasificado los requisitos del 

título ejecutivo, en dos categorías, los de forma y los de fondo, en cuanto 

a los primeros, señala el doctor AZULA CAMACHO3: 

 

 
2 En su obra “MANUAL DE DERECHO PROCESAL”. Tomo IV. Procesos Ejecutivos. Cuarta Edición. 

Editorial Temis S.A. Bogotá, 2003. Pág.59. 
3 Ejusdem. 
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“A) Los requisitos de forma versan sobre la manera como se 

exterioriza o presenta el título ejecutivo y están constituidos por los 

siguientes: 

 

“a) Que conste en documento. Nuestro Código de Procedimiento no 

define el documento,…, pero sí los enumera en forma amplia en su 

artículo 2434.  Menciona como tales los escritos, impresos, planos, 

dibujos, cuadros, fotografías, talones, contraseñas, cupones, 

etiquetas, sellos y, en general, todo objeto mueble que tenga 

carácter representativo o declarativo.” 

“b) Que el documento provenga del deudor o de su causante. Como 

atinadamente lo expresa el profesor HERNANDO MORALES, que 

el título provenga del deudor quiere decir que este sea su autor…” 

“c) Que emane de una decisión judicial que deba cumplirse. Es el 

otro grupo de títulos ejecutivos…Se refiere, principalmente, a la 

sentencia proferida en proceso declarativo de condena,...” 

“d) Que el documento sea plena prueba. El artículo 488 del Código 

de Procedimiento Civil entre los requisitos para configurar el título 

ejecutivo exigía que fuera plena prueba, la cual, en su acepción 

más simple, puede concebirse como la obtenida con intervención de 

la parte contra quien se hace valer y que impone al juez tener por 

cierto el hecho. 

 

 

Significa lo anterior, que el documento respecto del cual se pretenda 

derivar un título ejecutivo, debe cumplir determinados requisitos para tal 

efecto, con el fin de que pueda tenerse certeza no sólo de la obligación 

adquirida en el mismo, sino además del deudor de ésta. 

 

Por tanto, resulta improcedente el adelantamiento de una ejecución sin 

documento o documentos con la calidad de título ejecutivo que la 

respalde y para tal efecto, como viene de señalarse, éste deberá brindar al 

operador jurídico un grado de certeza tal, que como mínimo de su simple 

lectura, pueda determinar, en principio, la existencia de una obligación 

insatisfecha, acreedor y deudor de ésta. 

 

 
4 Actualmente, el 243 del Código General del Proceso. 
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Es decir, en materia civil, el legislador no enunció de manera expresa los 

documentos que podían constituir título ejecutivo, mientras que en 

materia comercial, sí lo hizo, que son los diferentes títulos valores (letra 

de cambio, pagaré, factura, etc.); por tanto, si se pretende el recaudo de 

una obligación contenida en un documento –no título valor-, basta 

verificar que se cumplan con los requisitos generales que enuncia el 

precepto 488 del Estatuto Procesal Civil, esto es, como se indicó antes: 1) 

Que provenga del deudor o de su causante, y 2) Que la obligación en él 

contenida, sea clara, expresa y actualmente exigible. 

 

 

3.0.  C A S O   C O N C R E T O. 

 

 

En el caso sub judice, el demandante LUIS JAVIER MONTOYA 

JARAMILLO, presentó demanda ejecutiva en contra de la señora 

CATALINA VÉLEZ ECHEVERRI, pretendiendo que se ordenara a ésta 

cumplir con la obligación contenida en el Acta de Conciliación No. 1896 

del 28 de noviembre de 2016, realizada ante el CENTRO DE 

CONCILIACIÓN DE LA UNIVERSIDAD DE MEDELLÍN, respecto de 

la liquidación de la sociedad conyugal, consistente en suscribir escritura 

pública contentiva de la misma, en los términos acordados en dicha 

conciliación. 

 

Sin embargo, el a quo, estimó que la obligación que pretendía ejecutar el 

demandante en este asunto no cumplía con los requisitos que se exigían 

para tal efecto, por cuanto con posterioridad a dicho acuerdo, se había 

acudido a la jurisdicción para adelantar trámite de cesación de efectos 
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civiles de matrimonio religioso, dentro del cual se había llegado a un 

nuevo acuerdo, con lo cual se había renunciado al anterior; y que 

actualmente, se estaba adelantado proceso de liquidación de sociedad 

conyugal. 

 

En su recurso, el demandante insiste que si bien en la conciliación 

plasmada en el acta ya referenciada se llegó a un acuerdo con relación a 

la cesación de efectos civiles de matrimonio religioso y a la liquidación 

de la sociedad conyugal se trata de dos aspectos diferentes, por lo que el 

agotamiento del primer trámite ante la jurisdicción, que culminó con un 

acuerdo conciliatorio, no conlleva a la renuncia de lo acordado frente a la 

liquidación en la conciliación inicialmente celebrada, y que a la fecha no 

existía sentencia en firme sobre este aspecto, ni acuerdo que hiciera 

nugatoria su ejecución, por lo que la obligación cuyo cumplimiento se 

pretendía sí cumplía con los requisitos legalmente exigidos. 

 

Así las cosas, procederá esta Corporación a verificar si puede exigirse el 

cumplimiento de la obligación de suscribir escritura pública contentiva 

de liquidación conyugal, plasmada en el acta de conciliación, sin que se 

hubiese cumplido lo acordado frente a la cesación de efectos civiles de 

matrimonio religioso en la forma acordada en dicha conciliación.  

Veamos: 

 

Es cierto como lo asevera la vocera judicial del demandante, la cesación 

de efectos civiles de matrimonio religioso y la liquidación de la sociedad 

conyugal, son dos actos jurídicos diferentes y, por ende, para cada uno de 

ellos se implementó un trámite distinto e independiente; no obstante, 

también es cierto, que éste no puede adelantarse, sin que previamente se 
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haya agotado aquél, ya que es solo a partir de ese momento que se 

termina el vínculo conyugal, dando lugar a que la sociedad patrimonial 

conformada en razón del mismo se disuelve, y puede ser liquidada, esto 

es, distribuida entre quienes se había conformado. 

 

En el sub júdice, tenemos que, en una misma audiencia, se conciliaron 

ambos aspectos, esto es, lo relativo a la cesación de los efectos referidos, 

consensuándose que se realizaría de mutuo acuerdo; y lo atinente a la 

liquidación de la sociedad conyugal, relacionándose la forma como serían 

distribuidos tanto los bienes, como los pasivos que conformaban la 

misma.   

 

Igualmente, se estableció fecha, hora y notaría en que se llevaría el 

trámite del primero (cesación de efectos) y la suscripción de la escritura 

contentiva del segundo (liquidación), en los siguientes términos: 

 

“3.3. SOCIEDAD CONYUGAL: Quedará disuelta y en estado de 

liquidación desde el mismo trámite de la cesación de efectos civiles 

de matrimonio religioso cuya iniciación quedó concertada, como ya 

se dijo, para el día 7 de diciembre de 2016 ante la Notaría 20 de 

Medellín, a las 10:00 horas. 

Y su liquidación se realizará por escritura pública, ante la misma 

notaría 20 de Medellín, el 28 de Abril de 2017, a las catorce 

horas,…” 

 

Significa lo anterior, que la suscripción del documento escriturario 

contentivo de la liquidación, estaba supeditado, como legalmente debe 

estarlo, a que se hubiese finiquitado el trámite de la cesación de efectos 
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civiles del matrimonio religioso de los intervinientes en la conciliación, 

pues sin éste, aquel resultaba improcedente. 

 

En este caso, tal como viene de señalarse, las partes concertaron que la 

cesación sería de mutuo acuerdo, pero además, fijaron fecha, hora y 

lugar, para iniciar este trámite; no obstante, como se relató en los 

supuestos fácticos de la demanda y como se evidencia de los anexos 

aportados, lo conciliado con relación a este aspecto no fue cumplido por 

las partes intervinientes, pues el trámite fue adelantado ante la 

jurisdicción y no ante el ente notarial señalado. 

 

Ahora, considera este Tribunal que, per se, el solo hecho de acudirse a la 

jurisdicción para agotar el trámite de la cesación de efectos civiles del 

matrimonio religioso no implicaba la renuncia a lo convenido frente a la 

liquidación de la sociedad conyugal en la conciliación celebrada el 28 de 

noviembre de 2016; pero, el haberse celebrado acuerdo dentro de dicho 

trámite, aprobado en sentencia judicial en cuya parte resolutiva se 

expuso: 

 

 “…La Sociedad Conyugal queda disuelta por ministerio de la ley y 

su liquidación lo será en los términos legales, por el trámite 

judicial o notarial, como a bien lo tengan las partes.” 

 

Extinguió o sustituyó el acuerdo inicial, por el posteriormente celebrado, 

donde si bien no fue acordada la forma de distribución de los bienes y 

pasivos que conformaban la sociedad conyugal, se dejó sentado que el 

trámite podría ser judicial o notarial, dando a entender que el mismo 

tampoco había sido concertado aún. 
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Aunado a lo anterior, debe indicarse que, aún cuando se admitiera que la 

conciliación frente a la liquidación de la sociedad conyugal tenía 

vigencia, luego de emitida dicha sentencia, tampoco sería posible su 

exigibilidad por esta vía, pues en dicho acuerdo se estableció que la 

suscripción de la escritura pública de la liquidación en los términos 

concertados se llevaría a cabo el 28 de abril de 2017; sin embargo, para 

esta fecha, dicha sociedad aún no estaba disuelta y por ende, resultaba 

jurídicamente inviable que se realizara dicho acto escriturario, pues dicha 

disolución solo se dio con la emisión de la sentencia dictada por el 

JUZGADO SÉPTIMO DE FAMILIA DE MEDELLÍN, el cinco de 

diciembre de 2017, complementada en audiencia del nueve de 

noviembre de 2018. 

 

En consecuencia, se CONFIRMARÁ el auto que denegó el mandamiento 

de pago solicitado en este asunto, fechado el 22 de febrero de 2022, por 

cuanto la obligación de suscribir la escritura pública con la liquidación 

conyugal en los términos conciliados el 28 de noviembre de 2016, no 

cumple es exigible y, por ende, no cumple con la totalidad de los 

requisitos para ser demandada ejecutivamente. 

 

 

4.0. D E C I S I Ó N. 

 

 

En mérito de lo expuesto, LA SALA DE DECISIÓN CIVIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 
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R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO: CORFIRMAR el auto proferido por el JUZGADO 

SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, 

el 22 de febrero de 2022, dentro del proceso EJECUTIVO (obligación de 

suscribir documento), adelantado por el señor LUIS JAVIER 

MONTOYA JARAMILLO, en contra de la señora CATALINA VÉLEZ 

ECHEVERRI. 

 

SEGUNDO: Sin lugar a condena en costas, por no haberse causado. 

 

TERCERO: Ejecutoriada la presente decisión devuélvase el expediente 

a su lugar de origen. 

 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

La Magistrada, 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ. 

 

 

 

C.U.D.R.: 05001 31 03 007 2021 00262 -01. 

 


